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ESTÁNDARES DE APRENDIZAJE
El despropósito continúa

	 Comienza la recta final del curso de 
implantación de la LOMCE y hasta la fecha los únicos 
cambios apreciados en las aulas de los centros 
escolares son los que tienen que ver, precisamente, 
con lo que está fuera de ellas, y más en concreto, 
con las ingentes tareas burocráticas que han caído, 
lluvia pertinaz, sobre el profesorado. De hecho, si 
algo ha caracterizado todo el desarrollo del curso 
hasta ahora ha sido el desquiciado episodio de 
la elaboración de las nuevas programaciones 
didácticas de los departamentos, un ejercicio que, 
dada la vacuidad narrativa de la LOMCE, se antojaba 
inicialmente como un fofo cortaypega, pero que 
ha terminado siendo una auténtica pesadilla 
porque la Administración educativa, empeñada en 
sobrecargar de trabajo a los docentes como sea, 
se ha apresurado a trufarla con obstáculos tan 
alucinantes como los famosos y controvertidos 
estándares de aprendizaje. Lo dicho, el incesante 
diluvio que no deja de empapar cada rincón de 
cada centro escolar. Si a algunos llegan a decirnos 
que tanta prisa y tanta promesa por cambiar el 
sistema educativo para que al final todo se reduzca 
a aumentar bochornosamente el papeleo extra-
académico del profesorado, probablemente nos 
habríamos sentido profundamente mosqueados. 
Posiblemente tan mosqueados como podamos 
estar ahora mismo convenciéndonos de que para 
este birrioso viaje no hacían falta alforjas.
	
	 Como muy bien han expresado nuestros 
compañeros del IES Antonio Machado de Soria 
en su manifiesto, conviene no perder de vista un 
interrogante clave para entender la eficacia del 
que aparece ya como nuevo atuendo invisible del 
emperador: esos estándares de aprendizaje en 
los que las autoridades educativas parecen haber 
encontrado el santo grial de la mejora del desastre 
actual: ¿van a ayudar directamente a que los 
alumnos mejoren su rendimiento? Es indudable que 
no hay ninguna otra forma de afrontar el asunto más 
que desde este ejercicio de precisión inquisitiva, 
mediante el cual podamos desbaratar la enloquecida 
argumentación con que se nos pretende convencer 
acerca de lo aparentemente imposible: si la respuesta 
a la utilidad de los estándares de aprendizaje es no, 
entonces no sirven para nada. Tan claro como el 
agua.

	 Con todo, lo peor del asunto han sido, como 
siempre, las formas. Al fin y al cabo, de la zoquetería 
política uno puede esperarse casi cualquier dislate, 
pero en lo tocante al respeto por el trabajo ajeno, el 
profesorado bien podría aspirar a un trato algo más 

digno, que aquello de la esclavitud y los faraones 
ya hace tiempo que quedó enterrado. Viene al 
caso el ejemplo porque no han sido precisamente 
escasas las quejas recibidas por parte de nuestros 
compañeros, muchos de ellos sumamente 
indignados con la excesiva presión ejercida por los 
servicios de inspección educativa contra el correcto 
cumplimiento burocrático a favor de elementos de 
mejora de la calidad educativa tan sospechosos 
como los mencionados estándares de aprendizaje, 
los indicadores de logro, o las ya viejas conocidas 
competencias básicas. Aparte de las críticas 
centradas en definir muchos de esos enunciados 
como inconcretos e imposibles de observar, medir 
y evaluar, se puede deducir que, según el tipo 
de inspector, las directrices que éste recibe y la 
estrategia provincial en cada caso, mientras en 
algunos centros las cosas han discurrido por los 
cauces de la normalidad (es una metáfora) y con los 
inspectores ayudando a desbrozar la tupida selva 
normativa, en otros las cosas se han impuesto sin 
más, a la manera más tradicional, y no sólo se ha 
dado una ausencia total de asesoramiento, sino 
que además se ha ejercido la más vigorosa de las 
fiscalizaciones hacia el trabajo de los compañeros, 
tanto dentro del aula como sobre el papel de la 
propia programación.

	 Dejando de lado la conocida tendencia a la 
imposición sobre el profesorado que se ejerce desde 
la inspección, la sensación que finalmente queda en 
la comunidad docente no es otra que la perplejidad 
ante la sospecha de que la Administración no 
parece estar ni muy bien enterada ni muy segura 
sobre cómo aplicar la ley. Más aún, parece que su 
interpretación de la misma no va más allá de un a ver 
qué pasa y un planteamiento muy pobre, realizado 
de manera desigual y casi siempre al albur del 
inspector de turno. Cabría incluso sospechar que 
se está experimentando con los docentes, en un 
intento por hallar en su trabajo y en su experiencia 
cotidiana dentro del aula (rasgos que no comparten 
los habitantes de los despachos) las mejores 
ocurrencias para aplicar los criterios de evaluación 
y calificación que marca la LOMCE. Si de lo que 
se trata, en definitiva, es de extraer conclusiones y 

… la sensación que finalmente queda en la 
comunidad docente no es otra que la perplejidad 
ante la sospecha de que la Administración no 
parece estar muy segura sobre cómo aplicar
la nueva ley…
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REUNIÓN DE ASPES - CL CON EL 
CONSEJERO DE EDUCACIÓN

métodos de aplicación que, por la razón que sea, 
no están ahora mismo al alcance de quienes han 
de velar por la correcta implantación del nuevo 
engendro legislativo, bien podían haber empezado 
por reconocerlo abiertamente y haber solicitado la 
ayuda necesaria. No conocemos a ningún docente 
reacio a poner en práctica lo mejor de su maestría 
y savoir faire para mejorar los resultados de sus 

alumnos. Otra cosa es que el temor a que nuestras 
opiniones no fueran de su agrado haya resultado un 
freno a tan plausible iniciativa y tal vez por ello se 
haya preferido imponer los estándares de aprendizaje 
como la gran solución a los males educativos. De 
momento, no hay casos registrados o conocidos de 
una mejora en los resultados achacable a dichos 
tecnicismos burocráticos.

	 La Asociación ASPES-CL 
ha mantenido una reunión con 
el consejero de Educación de la 
Junta de Castilla y León, Fernando 
Rey, en la que ha pedido a la 
Junta de Castilla y León la puesta 
en acción inmediata de varias 
reivindicaciones para mejorar 
la situación profesional de los 
docentes de Enseñanzas Medias. 
Entre otras cosas, de palabra y por 
escrito, se ha exigido el retorno a 
la situación laboral previa a los 
ajustes derivados de la crisis, con 
una vuelta a las 17 horas lectivas, 
la eliminación de las medidas de 
ajuste lesivas a nuestros derechos 
(bajas no retribuidas, recortes en 
las justificaciones de permisos, 
etc), la convocatoria inmediata de plazas para 
Profesores Catedráticos de Enseñanzas Medias, y 
el cese de la contratación a dedo de las plazas de 
profesorado en los centros sostenidos con fondos 
públicos (concertados). El Sr. Consejero se ha 
mostrado sumamente receptivo a escuchar y debatir 
las propuestas de la Asociación ASPES -CL, aunque 
no ha dudado en manifestar su preocupación 
por la incertidumbre política y económica del 
momento, cuyos efectos pueden acabar teniendo 
cierta influencia en la gestión educativa. En lo 
relativo a la convocatoria de plazas para Profesores 
Catedráticos, una larga reivindicación del colectivo 
docente, que lleva ya 18 años esperando tener 
opciones de mejora profesional, ha quedado clara la 
disposición de la Consejería de Educación a abordar 
el tema en un futuro próximo, muy posiblemente a 
lo largo del próximo año. El Consejero ha mostrado 
su especial interés en buscar fórmulas que permitan 
incidir en la excelencia educativa y, en su opinión, la 
provisión de nuevos catedráticos, que repongan las 
vacantes de los que se han ido jubilando, sería una 
buena medida para alcanzar dicha excelencia.

	 Con respecto al regreso a las condiciones 
profesionales previas al estallido de la crisis, la 

Administración se ha mostrado receptiva a devolver 
al profesorado a la situación de 2010 -anterior a la 
toma de medidas de ajuste y racionalización del 
gasto-, si bien su intención pasa por considerar 
el retorno a los 17 periodos lectivos como algo 
vinculado a la vuelta a la jornada semanal de 35 
horas, medida ésta que permanece pendiente de 
negociación y que se abordaría en todo caso en 
algún momento de la primavera de este año 2016. 
ASPES-CL, por su parte, ha expresado su opinión 
acerca de la urgencia por volver a los 17 periodos 
lectivos como medida que ayudaría no sólo a 
mejorar el nivel actual de los resultados académicos 
de los alumnos, sino también a elevar la calidad de 
la praxis docente, a potenciar la creación de empleo 
público, y a optimizar las plantillas de los centros 
públicos.

Nuestras reivindicaciones al Consejero:
Regreso a las 17 horas lectivas
Convocatoria de cátedras
Transparencia total en los procesos de contratación, 
tanto en la pública como en la concertada.
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LA GRAN FALACIA DE LA LIBRE 
ELECCIÓN DE CENTROS

	 Se suele afirmar con frecuencia que el 
caótico galimatías educativo nacional en el que 
nos hallamos sumidos se debe a la existencia, de 
facto, de diecisiete sistemas educativos diferentes, 
uno por cada región o comunidad autónoma. Para 
ser exactos, deberíamos incluir en la ecuación una 
variable extra que multiplicaría por dos el caos al que 
se ve sometido el mundo de la enseñanza, siendo 
dicha variable la existencia de dos redes escolares 
perfectamente diferenciadas: la red pública y la 
concertada.

	 España es, junto con Bélgica (un país 
demasiado pequeño en términos demográficos 
como para ser tenido en suficiente consideración 
a la hora de generalizar), el único estado de la 
Europa Occidental en mantener una red de centros 
concertados y permitir, con ello, el vergonzoso 
proceso de segregación social y educativa que 
el sistema de conciertos provoca. Si el resto de 
las grandes democracias allende los Pirineos no 
ha apostado por este engaño social de entregar 
caudales públicos a las empresas privadas para 
mercadear con algo tan sensible como la formación 
de las nuevas generaciones, a buen seguro será por 
alguna razón de mucho peso, por algo que quizá 
ellos aciertan a ver y les parece muy mal y que, a 
lo peor, nosotros no deseamos mirar y estamos 
aceptando como algo natural.

	 Por otro lado, una de las más firmes 
premisas y convicciones que hemos mantenido en 
nuestra lucha contra los conciertos educativos ha 
sido siempre la duda más que razonable hacia el 
controvertido derecho a la libertad de elección de 
centro que se otorga a las familias, santo y seña del 
ejercicio de un derecho supremo e incuestionable 
con el que las administraciones educativas de este 
país intentan cerrar las bocas discordantes. Es 
preciso recordar que somos muchos los que nunca 
hemos tenido del todo claro que tal derecho deba 
ser tenido por un alfa y omega con el que justificar 
lo que para algunos resulta injustificable: que 
aparte de que se detraigan fondos públicos para 
intereses privados, la tropelía suponga cercenar 

otros derechos acaso mucho más importantes que 
el de la libre elección de centro, como puede ser el 
derecho de los alumnos, de todos, a no ser excluidos 
de ningún centro educativo, ni antes de entrar en él, 
ni una vez dentro

	 No hace mucho nos llevábamos las manos 
a la cabeza cuando una sentencia judicial ofreció a 
los centros concertados la posibilidad del famoso 
derecho de admisión, o lo que es lo mismo, de 
seleccionar, más aún si cabe, al alumnado que aspira 
a usar sus aulas. El fin último de esta batalla legal 
emprendida por los centros de la red concertada no 
se le escapa a nadie: que sus clases estén formadas 
por alumnos modélicos y de buen rendimiento 
académico y que los conflictivos, los necesitados de 
ayuda especial, los de clase muy baja o los de las 
minorías étnicas acaben en los centros públicos. Así, 
con todo el descaro del mundo. Pues bien, puestos a 
ser descarados, allá vamos, y aunque a buen seguro 
escucharlo molestará a mucha gente, la verdad 
jamás se ofenderá si decimos alto y claro que tal 
práctica, la de dejar fuera a un niño sólo porque no 
interesa, es un ejercicio de racismo social en el que 
colabora, mediante complicidad directa o indirecta, 
tanto quien lo permite como quien participa de él. 
Ni que decir tiene que la Consejería de Educación, 
en su descarada cruzada en apoyo de la concertada 
(véanse las recientes declaraciones del Sr Consejero 
ensalzando a los centros de dicha red), se apresuró 
no sólo a acatar tan controvertida sentencia judicial 
sino a poner todos los medios a su alcance para que 
la misma tuviera vigencia, dejando al descubierto 
su debilidad a la hora de defender la igualdad de 
oportunidades.

	 Sin embargo, no todo han de ser malas 
noticias en esta lucha contra la mayor injusticia 
educativa de los últimos tiempos, pues algunas 
instancias, independientes y bastante alejadas de 
cualquier sospecha ética, parecen decidirse por 
fin a poner los puntos sobre las íes. Con fecha 17 
de febrero de 2016, el Procurador del Común de 
Castilla y León ha hecho pública una resolución 
en la que propina un rotundo y severo bofetón a 
la Administración Educativa regional mediante la 
reprobación de su política de centros concertados. 
En el texto de dicho informe (elaborado con motivo 
de la existencia de un número cada vez mayor de 
“guetos” escolares) se pueden hallar mensajes 
de una enjundia tal que los timoneles de la nave 
educativa deberían sonrojarse hasta el dolor:

… para resultar acreedores al derecho al concierto, a 
recibir dinero público, primero se debería satisfacer 
el cumplimiento del deber de acatar los principios 
públicos de igualdad y equidad: si hay selección de 
alumnos, no puede haber concierto.
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	 No cabe duda que la intervención de la Administración educativa debe tender a la prevención de estas 
situaciones. Con esta finalidad será precisa la imposición de limitaciones al derecho a la libre elección 
de centro educativo, debidamente proporcionadas, para evitar la concentración de alumnos perteneciente 
a minorías étnicas (en especial cuando pueda existir coincidencia con otros colectivos de alumnos 
necesitados de medidas de apoyo o compensación educativa o por las circunstancias del centro educativo 
o su entorno socioeconómico). Lo que contribuirá a conseguir una distribución más uniforme y equitativa 
del alumnado entre distintos centros docentes sostenidos con fondos públicos.

	 Poco o muy poco debe fiarse el Sr 
Procurador del Común de los dirigentes educativos 
porque de otro modo no se entiende la presencia de 
un resaltado en negrita en el informe original en la 
parte más jugosa del argumento, una suerte de grito 
admonitorio con el que expresar un implícito a ver si 
nos enteramos ya de una vez arrojado al interior de la 
sordera oficial. Por fin parece que alguien empieza a 
poner algo de cordura en el grandísimo disparate de 
la selección del alumnado en unos centros que para 
lo bueno quieren lo público (la pasta, claro) y para lo 
malo prefieren lo privado. Nunca nos cansaremos de 
repetirlo, en nuestra opinión, para resultar acreedores 
al derecho al concierto, a recibir dinero público, 
primero se debería satisfacer el cumplimiento del 
deber de acatar los principios públicos de igualdad 
y equidad. O lo que es lo mismo, si hay selección no 
puede haber concierto.

	 Pero volvamos al informe del Procurador 
del Común, que no parece tener reparo a la hora 
de leer la cartilla a la Administración Educativa. 
Su argumentación, lejos de ser una ocurrencia 
sobrevenida, se carga de razones de gran calado y 
pone sobre la mesa datos concluyentes que nadie debería dejar pasar de largo:

	 La Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia del Consejo de Europa (ECRI), en el IV Informe 
sobre España publicado el 8 de febrero de 2011, ya alertaba del problema de la distribución desigual de 
alumnos inmigrantes y gitanos y de la consecuente existencia de escuelas “gueto”, recomendando a las 
autoridades revisar los procedimientos de admisión para garantizar un reparto uniforme y más equitativo 
de estos alumnos en las escuelas públicas y en los colegios concertados.

	 Y acto seguido concluye con un veredicto impecable:

Señala, así, que “...es claro que la Ley no siempre es eficaz en la práctica y que sigue habiendo un amplio 
margen para la manipulación. La ECRI ha recibido informes constantes de la existencia de escuelas 
“gueto” de niños inmigrantes o gitanos en algunas partes del país, y de prácticas discriminatorias en el 
proceso de admisión, que permiten a los colegios concertados seleccionar a los alumnos. (…) Aparte de la 
composición étnica del alumnado, que requiere apoyo educativo especial, el número de alumnos en cada 
clase puede variar mucho de una escuela a otra. Todo ello repercute en la calidad de la educación recibida, 
y también reduce las posibilidades de integración de los niños afectados.” Por ello, la ECRI recomienda 
encarecidamente que las autoridades españolas revisen el método de admisión de los alumnos en centros 
públicos y privados concertados y tomen otras medidas que puedan ser necesarias para garantizar 
una distribución equitativa de los alumnos españoles, inmigrantes y gitanos en los diferentes centros 
escolares. (…) Es significativa, además, la ubicación de la regulación sobre los procesos de admisión dentro 
de este título dedicado a la equidad en la educación, estableciendo la obligación de la misma Administración 
educativa de regular la admisión de alumnos en centros públicos y privados concertados de tal forma que 
garantice el acceso en condiciones de igualdad y la libertad de elección, y atendiendo en todo caso a una 
adecuada y equilibrada distribución entre los centros escolares de los alumnos con necesidad específica 
de apoyo educativo. Y al regular la programación de centros, también la norma se refiere a la escolarización 
equilibrada del alumnado con necesidad de apoyo educativo, y establece que éste es uno de los factores 
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que se ha de tener en cuenta para programar la oferta de enseñanzas gratuitas como una garantía de la 
calidad de la educación. (el resaltado en negrita es del original)

	 De la lectura de tan contundente alegato no 
cabe, por parte de quienes combatimos la vergüenza 
de los conciertos educativos tal y como se plantean 
en nuestro país, sino sentirse reafirmados en los 
principios básicos con los que ha de defenderse la 
escuela pública ante tan vergonzosa intromisión: 
primero, que la existencia de centros concertados, 
totalmente privados en determinados -y muy 
cruciales- aspectos de su funcionamiento, supone 
de hecho la división social en dos grupos muy 
bien diferenciados de los futuros ciudadanos, lo 
que finalmente servirá para profundizar en las 
brechas socio-económicas tan perjudiciales para la 
convivencia; segundo, que al mantener esta situación 
de falta de igualdad la Administración Educativa 
está llevando a cabo una política educativa torticera 
y poco legítima, como se puede colegir tras esta 
puesta en duda del sacrosanto principio de la libertad 
de elección de centro; y tercero que toda la sociedad  
es víctima de una gran mentira cuando desde lo 

más alto se lanzan mensajes propagandísticos 
y electoralistas (¿populistas, quizá?) acerca de la 
búsqueda de la calidad en la educación.
	
	 Confiemos en que la brisa de sensatez 
que parece haber entrado tímidamente en los 
despachos oficiales con la llegada de un nuevo 
Consejero de Educación acabe siendo algo real y no 
solo aparente y que por efecto de la misma todas 
estas ideas expuestas por el Procurador del Común 
calen hondo y provoquen resultados socialmente 
deseables. Aunque, en nuestro recalcitrante 
pesimismo, nunca podremos dejar de sospechar 
que el informe del Procurador puede, como ya ha 
sucedido en ocasiones anteriores (resolución contra 
cierta Dirección Provincial instando a entregar a 
la Junta de Personal Provincial documentación 
relativa al número exacto de personal docente a su 
cargo), acabar siendo utilizado para fines más bien 
escatológicos. Permaneceremos atentos.

EXPERIMENTOS EDUCATIVOS

JAVIER SALGADO es profesor del IES María Moliner (Segovia)

	 Los que trabajamos como docentes desde 
hace tiempo sabemos de las carencias de nuestro 
sistema educativo y de sus nefastas consecuencias 
para los resultados académicos, la inserción laboral 
de los jóvenes, la situación laboral y la motivación 
en los profesores, además de la necesaria base 
académica y actitudes exigidas para los niveles 
superiores de la enseñanza. La mayor parte de la 
responsabilidad la tienen los partidos políticos por 
los desmanes de gestión y la inadecuada regulación 
de nuestro sistema, aunque nosotros como 
profesores debemos reflexionar sobre la parte que 
nos toca. 

	 Sucesivas leyes de educación para 17 
subsistemas autonómicos con sus propias 
características curriculares y presupuestarias, a 
saber; LODE en 1985, LOGSE en 1990,  LOCE en 2002 
LOE en 2006, LOMCE en 2013 en cada gobierno de 
PP o PSOE supusieron una complicación añadida 
que soportaron alumnos, profesores y equipos 
directivos.   Para la FP supuso un “galimatías” 
normativo implantar nuevos ciclos formativos de 

LOE que sustituirían a los ciclos LOGSE ó LOCE. FP 
Básica, Bilingüismo, Bachillerato de Excelencia, 
inmersión lingüística, accesos incomprensibles a 
los ciclos formativos algunos de ellos en contra de 
la propia ley de Educación, con diseños curriculares 
descompensados y mal diseñados, y con frecuencia 
sin la dotación necesaria o ninguna dotación desde 
el principio de la implantación. Proyectos a salto de 
mata como Escuela 2.0, que dotó a cada alumno de 
primaria de un notebook, y que al final resultó ser un 
fiasco y un “dolor de cabeza” para los gestores de los 
centros. 

	 Ahora lo revolucionario para cambiar la 
educación, según afirman multitud de “expertos”, es 
a través de la metodología, es decir, transformar el 
núcleo del proceso de la enseñanza y el aprendizaje. 
Un ejemplo sería el “Aprendizaje por Proyectos”, 
del que se está experimentando en EEUU, en el 
Reino Unido y en El País Vasco. Eso supone que el 
profesor se convierte en guía del aprendizaje y es 
el alumno quien tiene que buscar la información, 
reestructurarla y analizarla, con el cambio tan 
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enorme que ello supone sobre todo para el alumno, 
teniendo en cuenta además que las clases tienen 
una duración de 50 minutos y el curso unas 2000 
horas aproximadamente. Esto supone, entre otras 
cosas, mermar los contenidos y actividades que 
tienen que ser enseñados y aprendidos en un curso 
académico.

	 Lo que ignoran los “expertos”, es que no se 
puede cambiar de la noche a la mañana el proceso 
de enseñanza-aprendizaje porque los alumnos 
necesitan un período de adaptación y tienen que 
partir de unos hábitos que ahora no tienen, lo que 
provocaría un retraso en el aprendizaje de la materia 
que se imparte, resultando claramente peor el 
remedio que la enfermedad. Un ejemplo de ello se 
reproduce en la mayoría de los centros donde se 
imparte una asignatura en el idioma inglés, francés 
o alemán: los alumnos no han alcanzado el nivel que 
se esperaba del idioma y además se han impartido 
menos contenidos y se han realizado menos 
actividades de las inicialmente programadas. Lo 
lógico sería   reforzar las materias de idiomas en 
los Centros, y que se facilite con más plazas, más 
recursos y menos tasas el acceso a las Escuelas 
Oficiales de Idiomas, que para eso están.

	 Lo aconsejable, por lo tanto, si se quiere 
cambiar la metodología para hacer que el alumno 
participe más y se torne más responsable y 
autónomo, es comenzar desde las primeras etapas 
de la educación, en grupos muy definidos de alumnos 
y profesores, y aplicarse a las sucesivas etapas 
progresivamente, siempre y cuando los resultados 
sean satisfactorios. Hay que tener en cuenta que si 
se cambia el proceso, éste tiene que venir avalado 
por los suficientes recursos y la adecuación de 
éstos, además de que todos los alumnos deben 
estar adaptados al nuevo método. No dejemos de 
lado a los padres, porque si no facilitan que sus hijos 
puedan preparar las clases y las actividades y vigilan 
que verdaderamente emplean el esfuerzo y el tiempo 
necesarios en casa, el cambio que se pretende se 
hace muy difícil por no decir imposible.

	 La situación en la que nos encontramos la 
entendemos perfectamente todos los que llevamos 
ya algunos años en la enseñanza. Para empezar, y 
a raíz de la implantación de la LOGSE, se ha querido 
“cuidar” a todos los alumnos por igual, para que 
nadie se sienta “discriminado” y a disgusto, da igual 
si no alcanza el nivel mínimo exigido, si molesta a los 
compañeros y a los profesores, o si no demuestra 
absolutamente ningún interés por la materia; como 
consecuencia, el nivel de la clase se rebaja y se 
intenta buscar alguna excusa para “pasar” a los 
alumnos más conflictivos para que se vayan cuanto 
antes del centro, con el consiguiente perjuicio para 
aquellos que tienen verdadero interés en aprender 
y además quieren aprovechar su estancia en el 

centro para poder continuar sus estudios o acceder 
al mundo laboral con el suficiente conocimiento. 
Además, el alumno ha ido abandonando el sentido 
del esfuerzo y la responsabilidad porque nadie se lo 
exige, y hasta ahora incluso tiene premio en forma de 
aprobado sorpresa o de regalo por parte de algunos 
padres; al fin y al cabo, “la paga” siempre llega de una 
u otra forma.

	 Por si fuera poco, un problema muy 
importante es el mal uso y abuso que se hace de las 
nuevas tecnologías por parte de muchos alumnos, 
lo que provoca un excesivo apego a los aparatos 
para múltiples usos, llegando incluso a faltar 
el sueño por pasarse la mayor parte de la noche 
enganchado a los chat o a navegar por internet. La 
consecuencia de ésta especie de adicción, es que el 
comportamiento de demasiados alumnos cuando 
acuden al centro no es el más adecuado, puesto 
que o van cansados y hartos de información, o no 
les interesa esforzarse y tomarse en serio las clases, 
y por lo tanto, la mayoría de las veces no toman 
notas (incluso piden al profesor si pueden grabar 
la clase o hacer fotografías a la pizarra), no realizan 
los ejercicios y hartos de aburrimiento se dedican a 
molestar a los demás y a romper el normal desarrollo 
de la clase. Lo peor de todo no es que algún alumno 
se comporte de ésta manera, sino que arrastren a 
muchos compañeros a comportarse de igual forma. 
Evidentemente no todos los alumnos van a terminar 
de esta manera, e incluso algunos se reconducirán 
a lo largo de su vida académica, pero al final el 
colectivo tiende con el paso de los años a adquirir 
ciertos vicios y las consecuencias de los mismos se 
trasladarán al bachillerato, los ciclos formativos y la 
universidad.

	 Obviamente, se pueden cambiar las clases 
magistrales, tal y como proponen los “expertos”; 
sí, pero antes hay que implantar un sistema de 
enseñanza que eduque a los alumnos desde la etapa 
infantil, en la responsabilidad, las consecuencias de 
sus comportamientos para ellos, su familia y para 
la sociedad, les estimule para que aumenten el 
interés por el saber como fuente de conocimiento 
para su desarrollo humano y su futuro profesional,  
inviertan en esfuerzo y se acostumbren a tomar la 
iniciativa, además de ser autónomos. De esta forma, 
el profesor supervisará el proceso de aprendizaje y 
los resultados del mismo, dedicando mucho más 
tiempo a las actividades prácticas y cooperativas y a 
la atención individualizada.

Lo aconsejable, si se quiere cambiar la metodología 
para hacer que el alumno participe más y se torne 
más responsable y autónomo, es comenzar desde 
las primeras etapas de la educación, en grupos 
muy definidos de alumnos y profesores.
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	 Recuerdo un ejemplo de motivación para la 
enseñanza de matemáticas en el que dos profesores 
explicaban la función f(x) teniendo uno de ellos 
pintada en su bata la “f” y el otro la “(x)”. Resulta 
obvio pensar si lo importante aquí es la teatralidad 
o la explicación científica del concepto: además de 
la pérdida inmensa de tiempo que implica la puesta 
en escena en perjuicio de lo que verdaderamente 
hay que enseñar, le divierta más o le divierta menos 
al alumno, es lo que hay, para eso disponen de las 
vacaciones, los fines de semana y los días de fiesta. 
No hace mucho apareció una noticia en el telediario, 
en la que un profesor, como defensor a ultranza de las 
nuevas tecnologías y las redes sociales aplicadas a 
la educación, anunció, como si de una revolución se 
tratara, la utilización de twitter para resumir el Quijote 
en un twit, considerándolo una herramienta muy útil 
de divulgación literaria con el mínimo esfuerzo. Claro, 
mínimo esfuerzo, pero también mínima efectividad, 

• Aparece en prensa el anuncio de que el partido que sustenta al gobierno en funciones ha llevado al Congreso 
una propuesta para que las fuerzas políticas (o lo que sean) alcancen un pacto por la educación, así, en general 
y sin entrar en detalles. Resulta curioso que quienes en su día echaron abajo el pacto que el ministro Gabilondo 
les ofrecía (en el último momento y sólo para no defraudar a los negociantes y a las entidades religiosas) vengan 
ahora reconvertidos en postulantes defensores de lo que en su momento ellos mismos rechazaron. Queda claro 
que la seriedad no es su punto fuerte y aunque no vamos a caer en el chiste facilón de preguntarnos en qué tipo 
de centros (públicos o concertados) cursaron sus estudios, no estaría de más recordarles que la sociedad, en 
general, y la enseñanza, en particular, se merecen algo más y mejor que un jugueteo oportunista. Un pacto sí, 
claro, pero con el concurso de los profesionales docentes. Lo demás será lo mismo de siempre.

• Nos cuenta una alumna de un instituto de nuestra Comunidad que se encuentra en un intercambio escolar en 
una zona rural de Alemania y relata, estupefacta, la excelencia de las instalaciones y la profusión de recursos 
que existe en el centro a cuyas clases asiste durante el intercambio. Con todo, lo que más le sorprende es 
observar que al entrar el profesor en el aula todos los alumnos se ponen de pie y esperan a que se les indique 
para sentarse. Del mismo modo, cuando suena el timbre al final de una clase, nadie hace ni siquiera el amago 
de cerrar el libro o recoger los útiles, sino que esperan a que el profesor les haga saber cuándo pueden hacerlo. 
Igualito que aquí, ¿verdad? 

	 No estaría de más que, amén de una provechosa inversión en medios humanos y materiales, ciertos 
hábitos socialmente saludables se importaran a nuestros centros, aunque puestos a imaginarlo, la enjundia de 
la tarea impresiona: ¡cualquiera le dice a todos nuestros pedabobos (la grafía es intencionada) que queremos que 
los alumnos nos muestren respeto! Hasta el más benévolo de esos amantes de la asertividad, el mindfulness, 
la educación emocional y, en dos palabras, el buen rollito escolar, después del consabido vilipendio verbal, nos 
arrojaría sin duda ni miramiento a los pies del mismísimo José Antonio Marina. O acaso algo peor, si lo hubiera.

mínimo análisis y mínimo conocimiento, o lo que es 
lo mismo, un timo educativo. 

	 Por lo tanto, si se quiere mejorar nuestro 
sistema eso no se logra con sucesivas leyes cada 
4, 6 u 8 años, parches normativos o circulares fruto 
de las ocurrencias del político o del administrador de 
turno, sin consenso ninguno y sin conocer la situación 
real que se pretende cambiar o mejorar. Habría que 
saber muy bien dónde se quiere llegar, estudiar la 
viabilidad desde el punto de vista del consenso, la 
oportunidad, el tiempo disponible para su ejecución 
y la disponibilidad presupuestaria, establecer un 
calendario de implantación con los recursos y 
los controles del cumplimiento perfectamente 
asignados, y, una vez que esté definido todo lo 
anterior, pasar a la implantación sucesiva por 
centros, grupos de alumnos y territorios.

UN PAR DE CURIOSIDADES


